

AUTO NÚMERO: SESENTA Y UNO.-

Córdoba, treinta de octubre de dos mil seis.----------------------------------------------

VISTOS:--------------------------------------------------------------------------------------

Estos autos caratulados: "GREEN TIME S.A. C/ MUNICIPALIDAD DE VILLA CARLOS PAZ - AMPARO POR MORA - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. Letra "G", N° 11, iniciado el veintisiete de diciembre de dos mil cinco), en los que:-------------------------------------------------------------- 

1) A fs. 919/922vta. la demandada interpone recurso de casación en contra de la Sentencia Número Ciento ochenta y nueve, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el veintiocho de octubre de dos mil cinco (fs. 908/918vta.), que resolvió: "I.- Hacer lugar a la demanda de amparo por mora promovida por Green Time S.A. en contra de la Municipalidad de Villa Carlos Paz y, en consecuencia, librar por este medio mandamiento de pronto despacho a la demandada para que, en el plazo de veinte días hábiles administrativos computados desde que quede firme la presente resolución, la autoridad competente, en este caso el Consejo Deliberante de la ciudad de Villa Carlos Paz resuelva expresamente el reclamo administrativo articulado por la accionante y le notifique fehacientemente el acto producido, bajo apercibimiento. II.- Imponer las costas a la vencida, de acuerdo con lo dispuesto al tratar la primera cuestión planteada y diferir la regulación de honorarios de los Dres. Guillermo Torres Aliaga, Gustavo Torres Aliaga y Cesar E. Tillard hasta tanto acrediten su condición ante el I.V.A. de conformidad a lo dispuesto por la Ley 25.865.- Ofíciese con copia de la presente resolución al Sr. Presidente del Concejo Deliberante de la ciudad de Villa Carlos Paz. ...” (sic).----------------


La expresión de agravios admite el siguiente compendio:---------------------

Con fundamento en el motivo sustancial de casación (art. 45 inc. "a", Ley 7182), la impugnante denuncia que la Sentenciante ha inobservado lo dispuesto por el artículo 2 de la Ley 8508.-----------------------------------------------------------


Explica que le agravia el razonamiento llevado a cabo por la mayoría del Tribunal que consideró que la actuación del Concejo Deliberante de la ciudad de Villa Carlos Paz constituía un claro ejemplo de función administrativa cuando ello no es así, por lo que la fundamentación es sólo aparente, importando una errónea aplicación de la ley sustantiva.---------------------------------------------------


Sostiene que el artículo 2 de la Ley 8508 establece que en este tipo de procesos, la legitimación pasiva se encuentra dada ante cualquier repartición, ente, persona u órgano dotado de potestad pública cuando actúe en ejercicio de la función pública.------------------------------------------------------------------------------


Plantea que el criterio de la mayoría de la Cámara no se compadece con lo expresamente dispuesto por la ley, toda vez que parte de una premisa falsa, cual es la de considerar que la decisión del Concejo Deliberante importa el ejercicio de una actividad administrativa, de modo tal que los pasos siguientes a su razonamiento son erróneos -como el sostener que le resultan aplicables los plazos indicados en la Ley de Trámite Administrativo por adhesión de la Ordenanza Municipal 2191- y por ende la conclusión a la que arriba -hacer lugar al amparo por mora- no es verdadera.-----------------------------------------------------------------


Postula que la actividad que se requiere improcedentemente al Concejo Deliberante de la ciudad de Villa Carlos Paz, es una típica facultad legislativa ya que va a imponer condiciones que no están preestablecidas en norma alguna. Aduce que no se trata de una actividad sublegal que responda a una disposición adoptada con anterioridad, sino por el contrario, va a crearla en razón de la excepcionalidad del mecanismo establecido en el ámbito municipal para aquellos loteos que se pretendan hacer en una zona de la ciudad -faldeo de la montaña- donde en principio se encuentra vedada la realización de cualquier tipo de emprendimiento urbanístico.---------------------------------------------------------------


Opina que estamos frente a un típico caso de actividad legislativa, de un acto del poder político que sin dudas escapa al control del Poder Judicial, por lo que la demandada no puede ser constreñida a dar respuesta en los plazos y condiciones previstos en la norma que sólo se aplica a los actos administrativos.--


Pone de relieve que el Municipio, como consecuencia de su autonomía, dispuso por medio de las Ordenanzas Números 3349 (zona AP1) y 3360 (zona AP2), dejar en manos del Concejo Deliberante situaciones como la de la especie, que de ponerse en acto, significarían el ejercicio de una función puramente legislativa y exenta de revisión, por lo menos por el tipo de acción intentada.------


Expone que la decisión que dicte el Concejo Deliberante constituye una verdadera manifestación discrecional vinculada con las políticas de urbanización, en las que se consideran cuestiones ambientales, visuales, urbanísticas, ecológicas y turísticas, que son expresiones del poder político y resultan verdaderas leyes municipales.--------------------------------------------------------------


Advierte que el Tribunal Superior de Justicia ha señalado que las ordenanzas municipales que se sancionen en el ámbito de sus funciones específicas -en el caso un claro ejercicio del poder de policía- configuran actos legislativos y por ende ajenos a la jurisdicción contencioso administrativa.--------


Con sustento en el motivo formal de casación (art. 45 inc. “b”, Ley 7182) denuncia que el fallo atacado carece de fundamentación lógica y legal.-------------


Acusa que en el primer punto analizado en el voto del Vocal Doctor Cafferata se advierte una dogmática fundamentación, que sólo es aparente. Indica que el Tribunal, como único sustento de su decisión, sostiene que la actividad requerida al Concejo Deliberante constituye un claro ejercicio de la función administrativa, lo que carece de asidero fáctico, lógico y legal, no siendo el resultado de la derivación razonada del derecho vigente.------------------------------


Apunta que para satisfacer las exigencias de motivación de la decisión, derivadas del artículo 18 de la Constitución Nacional no alcanza la expresión de conceptos abstractos que no se vinculan estrictamente con las constancias de autos.-------------------------------------------------------------------------------------------


Puntualiza que para que un acto jurisdiccional sea tenido como válido debe cumplir y respetar el principio de razón suficiente, el cual obliga a la Sentenciante a la descripción del íter racional para arribar a la conclusión que propone, donde se incluye la justa consideración de la base fáctica que sea determinante para la resolución del caso sometido a estudio.-------------------------


Continúa que para poder observar y verificar la razonabilidad del pronunciamiento, éste debe ser fundado, para permitir a las partes integrantes de la litis conocer los motivos que han llevado a la Juzgadora a resolver en la forma que lo ha hecho.------------------------------------------------------------------------------


Pone de manifiesto que esos requisitos no se han cumplido en autos, toda vez que en el voto del Doctor Cafferata, con el cual coincidió el Doctor Gutiez, no se observa de modo alguno cuál ha sido el razonamiento llevado a cabo para expresar que la actividad cuyo cumplimiento se pretende es material y sustancialmente administrativa, aún cuando su concreción se encuentre a cargo del Órgano Legislativo de la demandada.------------------------------------------------


Aclara que la sola circunstancia de que la mayoría considere que se da en el caso una actividad administrativa sin dar mayores argumentos lo lleva a sostener que se trata de una sentencia arbitraria por insuficiencia argumental y que los votos que la estructuran violan el principio lógico de razón suficiente.----- 


Insiste que la decisión encuentra como único fundamento la voluntad de los Sentenciantes, fruto de una parcial percepción de las constancias de la causa y por ende no se trata de una decisión jurisdiccional válida.-----------------------------


Acota que el fallo en crisis, de acuerdo con el vicio denunciado, importa una sentencia arbitraria y, por lo tanto, inconstitucional toda vez que resulta conculcatoria del derecho de defensa en juicio (art. 18 de la Const. Nac.) y de la garantía innominada a la “no arbitrariedad” implícitamente receptada en el artículo 33 ib..--------------------------------------------------------------------------------


Sostiene que el Tribunal no expresó las razones de su decisión y obvió el carácter especial de las excepciones a la vedada autorización para realizar emprendimientos urbanísticos en la zona del faldeo de la montaña en la ciudad de Villa Carlos Paz y, en su caso, que la misma implicaba una decisión legislativa en la cual el Concejo Deliberante tenía plenas facultades para fijar las condiciones, modalidades, extensiones, características y restricciones que entienda que correspondían, conforme su discrecional criterio que se apoya en el poder de policía municipal.-----------------------------------------------------------------


Hace reserva del caso federal (art. 14 de la Ley 48).----------------------------

2) Impreso el trámite de ley (fs. 923), el procedimiento se cumplió con la intervención de la actora, quien a fs. 924/931 presentó su informe al evacuar el traslado corrido, solicitando el rechazo del recurso incoado por la contraria.-------

3) A fs. 933/935 el Tribunal a-quo concedió el recurso mediante Auto Número Quinientos ochenta y cuatro de fecha nueve de diciembre de dos mil cinco. A fs. 937 se elevan los autos a este Tribunal y dándose intervención al Señor Fiscal General de la Provincia (fs. 939), expidiéndose la Señora Fiscal General Adjunto en sentido favorable a su procedencia (Dictamen CA N° 33 de fecha 20 de febrero de 2006, fs. 940/944vta.).-------------------------------------------

4.- A fs. 945 se dicta el decreto de autos, el que firme (fs. 952) deja la causa en estado de ser resuelta.------------------------------------------------------------

Y CONSIDERANDO:---------------------------------------------------------------------

I) Que la instancia extraordinaria local ha sido deducida en tiempo propio, en contra de una sentencia definitiva y por quien se encuentra procesalmente legitimado a tal efecto (arts. 45, C.P.C.A.; 385 y 386, C.P.C. y C., por remisión del art. 13, Ley 7182; vid T.S.J. Sala Cont. Adm., A.I. Nro. 423/1996 "Recurso Directo en: 'Baldassi, Myriam Rossana c/ Municipalidad de Saldán...'").-----------

II) Que el recurso de casación exige para su autosuficiencia que el recurrente efectúe una crítica concreta, razonada y vinculada a las premisas esenciales sobre las que se apoya el pronunciamiento del que se derivan sus pretendidos agravios.------------------------------------------------------------------------

III) Que en primer término, cabe recordar que la acción de amparo por mora tiene por objeto revertir la conducta lesiva de la Administración consistente en una omisión en la actividad de un órgano del Estado, en ejercicio de la función administrativa, de emitir una decisión definitiva expresa -última o no- frente a peticiones en general y/o recursos del interesado.-----------------------------


Esta acción facilita la defensa de los derechos que los administrados estimen conculcados. Ello así, por cuanto la ficción legal del acto denegatorio presunto, a más de no constituir una respuesta adecuada al "derecho a ser administrado" que la norma constitucional reconoce y estar instituida en su exclusivo beneficio, en ciertos supuestos puede dificultar su defensa y aún generar un desgaste jurisdiccional inútil. En consecuencia, de conocerse las razones concretas que motivaron la denegatoria, la actora se encontrará en condiciones de evaluar la conveniencia o no de proseguir la vía recursiva y/o iniciar las acciones judiciales pertinentes.------------------------------------------------


Frente a la obligación de la Administración de resolver, el Constituyente ha consagrado una garantía jurisdiccional específica, a través de la cual procura conservar el orden jurídico imperante. Esta acción judicial integra el régimen garantista establecido con anterioridad a favor de los administrados, quienes hasta ese momento no contaban con una vía jurisdiccional alternativa para la obtención de una decisión expresa, pudiendo solamente actuar el instrumento procedimental del pronto despacho (art. 70, Ley 6658).-------------------------------


El instituto analizado se caracteriza, en especial, porque tiene la virtualidad o aptitud genérica de revertir la inactividad administrativa debida, aconsejando a los particulares solicitar la intervención judicial cuando ello sea indispensable ante la morosidad de la Administración en responder.----------------

A ello es dable añadir, que el derecho a obtener un acto expreso transita por senda distinta por la que pueda eventualmente desplazarse el destino último de la pretensión de fondo actuada en esa petición, la que podrá ser admitida o declarada formalmente inadmisible o bien estimada favorablemente o denegada por la Administración por resultar sustancialmente improcedente.------------------

IV) Que en el sublite, la Cámara a-quo hizo lugar -por mayoría- a la demanda de amparo por mora de la Administración interpuesta por Green Time S.A., por cuanto consideró que la actividad cuyo cumplimiento se pretendía era “material” y “sustancialmente” “administrativa” -aún cuando su concreción se encontraba a cargo del Órgano Deliberativo de la Municipalidad de Villa Carlos Paz- y que se había configurado la mora denunciada en razón de haber transcurrido con holgura el plazo establecido por el artículo 67 inciso “g” de la Ley 6658, a la cual se adhirió la demandada por Ordenanza Número 2191, sin que la Administración haya brindado respuesta expresa a los sucesivos requerimientos formulados solicitando la aprobación definitiva del proyecto de urbanización denominado “Le Quartier de la Montagne”.-----------------------------


V) Que contrariamente a lo sostenido por la recurrente, dichos argumentos aparecen ajustados a las constancias obrantes en la causa y a lo sostenido por este Tribunal Superior de Justicia in re: “Irazusta, Wigberto Marcial c/ Municipalidad de Pozo del Mollo” (Resolutorio de fecha veintiocho de agosto de mil novecientos sesenta y siete), precedente al que acertadamente se remitió en su voto el Señor Vocal de Cámara Doctor Ángel Antonio Gutiez, lo que además encuentra correspondencia con lo sostenido por la doctrina con relación a que si bien las ordenanzas municipales en muchos casos son verdaderas “leyes locales”, en otros, en cambio, son “actos administrativos” por ser particulares o referirse a derechos subjetivos (cfr. HERNÁNDEZ, Antonio M. (h), Derecho Municipal, T. I, 2º ed. actualizada y aumentada, Depalma, Buenos Aires 1997, pág. 28) o intereses legítimos, sin reunir el carácter de norma impersonal y abstracta de tipo general (cfr. GORDILLO, Agustín, Tratado de Derecho Administrativo, T.1, Parte General, 8º ed., F.D.A., Buenos Aires 2003, pág. IX-6) que crea derecho nuevo (cfr. BIDART CAMPOS, Germán, El derecho constitucional del poder, T.1, Ediar, Buenos Aires 1967, pág. 355), exigido para que estemos frente a una disposición de carácter legal.--------------------------------


Lo mismo sucede a nivel nacional con aquellos actos del Congreso que por su esencia, materia, contenido o sustancia, no son legislativos, sino políticos o administrativos a pesar de tener forma de “ley”. Así, cada vez que el Poder Legislativo declara la necesidad de la reforma de la Constitución, aprueba un tratado internacional, interviene una provincia, declara el estado de sitio (actos políticos y no legislativos), o concede una pensión graciable o una licencia al Presidente (acto administrativo), no estamos en realidad frente a “leyes” a pesar de que su “apariencia” formal sea la de una ley (cfr. BIDART CAMPOS, Germán, El derecho constitucional del poder, T.1, Ediar, Buenos Aires 1967, pág. 358).--------------------------------------------------------------------------------------

VI) Que en ese contexto, han permanecido incólumes a la censura los argumentos sustentadores de la decisión recurrida que con remisión a la doctrina (cfr. fs. 915) que postula que en algunos supuestos, la actividad de control que realiza el Congreso sobre el Poder Ejecutivo (autorizaciones) es administrativa, siendo estos actos, que “orgánicamente” (es decir, en razón del órgano que los dicta) son legislativos, “materialmente” (sustancialmente, en razón de su esencia propia) son entonces “administrativos” (GORDILLO, Agustín A., Teoría General del Derecho Administrativo, Instituto de Estudios de Administración local, Madrid 1984, pág. 86).-------------------------------------------

Como precisó la Cámara a-quo “... el hecho de que la autorización deba ser realizada mediante una ‘ordenanza especial’ del C.D. (punto 4.1.13.2 citado en el primer voto), puede hacer pensar que se trata de actividad legislativa”.-----

“No es así, sin embargo (...) la actividad requerida constituye claro ejercicio de función administrativa, bien que confiada al órgano deliberativo. Ello es claro si se tiene en cuenta que la ley, el acto legislativo, es por definición de alcance general y abstracto, mientras que la autorización que se pretende en autos es individual y concreto...” (cfr. fs. 914vta./915 del voto del Dr. Cafferata, énfasis agregado).---------------------------------------------------------------

Asimismo la Judex a-quo concluyó que “...la actividad cuyo cumplimiento se pretende en la presente causa es material y sustancialmente administrativa, aun cuando su concreción se encuentre orgánicamente a cargo del órgano legislativo o deliberativo de la municipalidad demandada.- Sentado ello, surge de manera clara y evidente que corresponde la actividad administrativa requerida debió haber sido concretada en el plazo establecido por el art. 67, inc. g, de la ley 6658, aplicable en el ámbito de la demandada por imperio de la ordenanza 2191...” (sic, del voto del Dr. Juan Carlos Cafferata, cfr. fs. 915vta., énfasis agregado).----------------------------------------------------------------------------


Por su parte, el Señor Vocal Doctor Gutiez explicitó que “...más allá de que lo requerido sea una ‘ordenanza especial’ a ser dictada por el Concejo Deliberante, ello sustancialmente constituye ejercicio de función administrativa, aunque asignada al órgano legislativo municipal (...) En el sub-lite, aún cuando la actividad requerida deba ser realizada mediante el dictado de una ordenanza, ello no muta su verdadero carácter, que no es otro que el ejercicio de función administrativa...” (cfr. fs. 916vta., énfasis agregado).----------------------


VII) Que, por consiguiente, de la confrontación de los agravios desarrollados por la recurrente con las razones que sustentan el fallo, se advierte que procura descalificar el decisorio atacado haciéndose cargo en modo parcializado de los concretos argumentos esgrimidos por la Cámara a-quo, luciendo el recurso como una mera discrepancia con la solución final propuesta para la causa por la Juzgadora.-------------------------------------------------------------

En consecuencia, en el sublite, se ha inobservado el principio rector en materia recursiva, cual es que los argumentos del Sentenciante deben ser rebatidos a través de una crítica concreta y razonada de los mismos, corolario de lo cual, no basta a ese efecto argüir objeciones formales y sustanciales que se exhiben desvinculadas de los concretos términos del fallo y de la doctrina legal vigente que le confiere inconmovible respaldo.-----------------------------------------

Ello constituye un valladar infranqueable para alcanzar un juicio favorable a la admisibilidad formal de1 remedio extraordinario de la casación interpuesto.--

Por ello,-------------------------------------------------------------------------------

SE RESUELVE:----------------------------------------------------------------------------


I) Declarar inadmisible el recurso de casación interpuesto por la parte demandada (fs. 919/922vta.) en contra de la Sentencia Número Ciento ochenta y nueve, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el veintiocho de octubre de dos mil cinco (fs. 908/918vta.), con costas (art. 10, Ley 8508).------------------------------------------------------------------


II) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Guillermo Torres Aliaga, Gustavo Torres Aliaga y César E. Tillard -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 25, Ley 8226), previo emplazamiento en los términos del artículo 25 bis ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 34 de la Ley Arancelaria (arts. 37, 1er. párrafo y 38 ib.), teniendo en cuenta las pautas del art. 29 ib..---------------------------------------------


Protocolizar, hacer saber, dar copia y bajar.-

VOCALES: DRES. SESIN – TARDITTI – ANDRUET (h).
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